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Gravar la economía digital: ¿es un impuesto  
sobre los servicios digitales la solución adecuada?

Giulio Allevato* y Antonio De Vito**

La aparición de modelos de negocio digital y las diferentes definiciones de 
presencia imponible adoptadas por los países han llevado a una considerable 
erosión de la base imponible y al traslado de beneficios desde países de fisca-
lidad alta hacia otros con tributación baja. Aunque la propuesta de directiva 
de la UE representa el intento más avanzado y estructurado para incorporar 
el concepto de establecimiento permanente virtual al marco internacional del 
impuesto sobre los beneficios actualmente vigente, la oposición de algunos 
Estados miembros dio lugar a la paralización del proyecto. En consecuencia, 
algunos países, entre ellos España, han introducido unilateralmente su propio 
impuesto sobre los servicios digitales (ISD). Si bien muchos impuestos plan-
tean dificultades en su implementación, existen retos singulares, estructurales 
y de diseño, inherentes a un ISD que se analizan en el presente artículo. Un 
acuerdo internacional ayudaría a resolver algunos de esos retos para alcanzar 
una solución multilateral y a largo plazo a los problemas que la economía digi-
tal plantea para la fiscalidad internacional.

La aparición en años recientes de nuevos mode-
los de negocio digitales ha dejado obsoletos muchos 
de los criterios tradicionales para identificar la presen-
cia imponible en una determinada jurisdicción –por 
ejemplo, residencia y establecimiento permanente 
(EP)– pues dichos criterios implican un vínculo físico 
con el país. Con esto en mente, diversas empresas 
multinacionales han diseñado sus cadenas de sumi-
nistro con vistas a limitar su presencia imponible en 
países de fiscalidad alta (Allevato, 2019). En este 

mismo sentido, determinadas jurisdicciones han pro-
mulgado y otorgado a las empresas multinacionales 
tratamientos fiscales extremadamente favorables, en 
especial, mediante acuerdos previos con la adminis-
tración tributaria (los denominados advance rulings) 
(Allevato, 2018).

Todo ello ha dado como resultado una considera-
ble erosión de la base imponible y el traslado de bene- 
ficios (BEPS, por sus siglas en inglés) desde países 

*	 Catedrático adjunto de Derecho Fiscal en la IE University, IE Law School.
**	 Catedrático adjunto de Contabilidad en la IE University, IE Business School.
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de fiscalidad alta (es decir, los países de origen de 
las rentas o de comercialización de los servicios  
de la mayoría de los negocios digitales) hacia juris-
dicciones con tributación baja (OCDE, 2013). A fin 
de abordar la creciente importancia de la economía 
digital y los retos que plantea para la fiscalidad, la 
mayoría de los países de la OCDE han desarrollado 
respuestas encaminadas a preservar o recuperar sus 
derechos impositivos. 

En concreto, durante la pasada década, el debate 
sobre la política fiscal a escala tanto nacional como 
internacional ha girado en torno a dos grandes gru-
pos de medidas compensatorias, que, en principio, 
se contradicen entre sí. Por un lado, un intento de 
reestructurar el actual marco fiscal internacional del 
impuesto sobre los beneficios de las sociedades y, 
por el otro, el desarrollo de un marco legal interna-
cional completamente nuevo para gravar a la eco-
nomía digital.

La primera opción se haría efectiva mediante 
ajustes sustanciales en el marco del impuesto sobre 
sociedades actualmente vigente. Tales ajustes per-
mitirían a los países ejercer su potestad de gravar a 
las empresas multinacionales que tengan una pre-
sencia de mercado significativa en su territorio. Estos 
cambios conseguirían realinear la presencia impo-
nible a la presencia de mercado, sin hacer distin-
ciones entre las empresas multinacionales digitales 
y los demás negocios tradicionales. Para lograr este 
realineamiento entre presencia imponible y presen-
cia de mercado, algunos expertos han abogado por 
seguir utilizando el impuesto sobre sociedades y 
suplementarlo con un nuevo concepto de EP virtual, 
que se aplicaría cuando exista una presencia digital 
significativa en el país donde se originan las rentas. 

1	 Para un análisis a fondo de la propuesta de la UE para introducir el concepto de “presencia digital significativa”, véase 
Escribano (2018).

2	 En concreto, se entenderá que una empresa extranjera tiene una “presencia digital significativa” en el Estado origen 
de las rentas cuando cumpla todos o alguno de los siguientes criterios: (i) genere unos ingresos anuales superiores a  
7 millones de euros procedentes de servicios digitales en el Estado miembro; o (ii) el número de usuarios que acceden 
a sus servicios digitales en el Estado miembro exceda de 100.000; o (iii) se generen más de 3.000 contratos de servi-
cios digitales entre la empresa y los usuarios en el Estado miembro.

3	 Convención multilateral para aplicar las medidas relacionadas con los tratados fiscales para prevenir la erosión de las 
bases imponibles y el traslado de beneficios. Disponible en: https://www.oecd.org/tax/treaties/beps-multilateral-instru-
ment-text-translation-spanish.pdf.

Prestigiosos académicos propusieron en un 
principio el concepto de EP virtual para resolver la 
cuestión del BEPS (véase Collin y Colin, 2013). En 
2018, la OCDE también lo debatió en su Informe 
Intermedio (OCDE, 2018) y, de manera importante, 
desde entonces este tema ha sido objeto de la pro-
puesta de directiva por parte de la Comisión Europea 
(2018b). Todas estas propuestas mantienen que los 
países de origen deberían estar facultados para gra-
var las rentas empresariales de actividades transfron-
terizas siempre que una sociedad extranjera cuente 
con una presencia digital significativa en su territorio1. 
Por el momento, la propuesta de directiva de la UE 
representa el intento más avanzado y estructurado 
para incorporar el concepto de EP virtual al marco 
internacional del impuesto sobre los beneficios 
actualmente vigente2. 

Pero esta propuesta se topa con dos problemas 
de viabilidad. Primero, para que sea efectiva, la intro-
ducción del EP virtual requiere de consenso uná-
nime, al menos de todas aquellas jurisdicciones que 
formen parte de una determinada región económica 
y geográfica, lo que, en el caso de la propuesta de 
directiva de la UE, incluiría a todos los Estados miem-
bros. De lo contrario, la eficacia del EP virtual se que-
braría o quedaría debilitada, de forma similar a lo 
que ocurre con las enmiendas al concepto de EP 
de los convenios fiscales en el instrumento multila-
teral (IM)3, las cuales se ven actualmente socavadas 
por el hecho de que algunas jurisdicciones clave, 
como Estados Unidos, no lo hayan suscrito o hayan 
expresado reservas sobre ciertas medidas. Segundo, 
el umbral de la presencia digital significativa no se 
aplicaría a las rentas de fuente europea obtenidas 
por las sociedades con residencia en un país no 
miembro de la Unión Europea (UE) con el que el 
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país de origen de la UE tenga suscrito un convenio 
de doble imposición (CDI). En tales casos, seguiría 
aplicándose el umbral del EP tradicional. 

Implementando un nuevo paradigma 
fiscal

Aunque la adopción del EP virtual pueda repre-
sentar, en teoría, una solución sistemática técni-
camente apropiada a la cuestión del BEPS, su 
implementación práctica podría revelarse ineficaz y 
extremadamente tediosa de adoptar. La cuestión, así 
pues, gira en torno a qué puede hacerse mientras 
tanto. Un número creciente de académicos, res-
ponsables de la política económica y gobiernos se 
han planteado nuevas figuras impositivas, las cuales 
permitirían que los países de origen/de comerciali-
zación recaudasen impuestos en función del lugar 
donde estén radicados los usuarios de las empresas 
digitales (Kofler, Mayrand y Schlager, 2017). En este 
sentido, el debate público ha avanzado mucho, y 
algunos países, como España, ya han adoptado sus 
propios gravámenes. Entre dichos nuevos graváme-
nes, el denominado “impuesto sobre los servicios 
digitales” es el que ha captado de forma especial la 
atención de los responsables económicos y gobier-
nos. Si bien la dificultad de implementación puede 
rodear la introducción de muchos impuestos nue-
vos, hay ciertos retos estructurales y de diseño que 
son inherentes a un impuesto sobre los servicios 
digitales. Por tanto, los próximos párrafos estarán 
dedicados a las principales características y retos de 
implementar tal impuesto. 

El impuesto sobre los servicios digitales

El impuesto sobre los servicios digitales (ISD) se 
encuadra en la categoría impositiva de “impuestos 
de compensación” (equalization tax), ya que, según 
afirma la OCDE en el Informe Final de la Acción 1  
del BEPS, este gravamen representa un tipo de 
impuesto indirecto sobre las transacciones digita-
les con el objetivo de compensar la “pérdida” de 

4	 Dicho impuesto se introdujo en 2016. Para más detalles, véase Wagh (2016).

recaudación en el impuesto sobre los beneficios, 
cuya efectividad se ha visto mermada por el desarro-
llo de los nuevos modelos de negocio (véase Collin 
y Colin, 2013). La intención última del ISD es gravar 
a grandes contribuyentes no residentes que, aun 
poseyendo una presencia económica y de mercado 
significativa en un país de origen/de comercializa-
ción, no superen el umbral del EP. 

India fue el primer país en adoptar unilateral-
mente e implementar de manera práctica el ISD. 
Este gravamen, de un 6 % aplicable sobre los ingre-
sos procedentes de transacciones digitales, se mate-
rializa a través de una retención fiscal en los pagos 
a empresas extranjeras por los servicios de publici-
dad online prestados a empresas indias, o a EP de 
otras empresas no residentes4. Al instrumentarse 
mediante un sistema de retenciones fiscales, plan-
tea una considerable carga de cumplimiento para 
el cliente indio, aunque el contribuyente real sea el 
anunciante no residente. El umbral de una presencia 
económica significativa que da lugar a la aplicación 
del impuesto se alcanza cuando el valor total de los 
pagos supera los 15.000 dólares anuales.

En marzo de 2018, la Comisión Europea publicó 
una propuesta de directiva sobre un ISD a escala de 
la Unión (Comisión Europea, 2018a), junto con la 
ya mencionada propuesta de directiva para la adop-
ción de un concepto de presencia digital significa-
tiva. Ambas forman parte de un paquete legislativo 
diseñado por las instituciones de la UE para abordar 
los desafíos fiscales asociados a la economía digital. 

Según la propuesta de la Comisión Europea, el ISD  
se aplicaría a los ingresos íntegros, excluido el 
impuesto sobre el valor añadido, procedentes de 
la prestación, dentro del territorio de la UE, de las 
siguientes categorías de servicios digitales: 

	� la inclusión en una interfaz digital de publici-
dad dirigida a los usuarios de dicha interfaz; 

	� la puesta a disposición de los usuarios de 
una interfaz digital multifacética que les per-
mita localizar a otros usuarios e interactuar con 



GIULIO ALLEVATO Y ANTONIO DE VITO

26

C
U

A
D

ER
N

O
S

 D
E 

IN
FO

R
M

A
C

IÓ
N

 E
C

O
N

O
M

IC
A

2
8

0
 |

 E
N

ER
O

/F
EB

R
ER

O

ellos, y que pueda facilitar asimismo las entre-
gas de bienes o las prestaciones de servicios 
subyacentes directamente entre los usuarios; y

	� la transmisión de los datos recopilados acerca 
de los usuarios que hayan sido generados por 
actividades desarrolladas por estos últimos en 
las interfaces digitales.

La característica común de estos servicios es la 
gran dependencia de la participación de los usuarios 
y de los datos facilitados por estos.  

Debido a la oposición frontal de Irlanda y los paí-
ses nórdicos en la reunión del Ecofin de mayo de 
2019, el proyecto para la implementación de un 
ISD a escala de la UE se encuentra actualmente 
paralizado y lo más probable es que su conclusión 
no se produzca a corto plazo.

Debido a la oposición frontal de Irlanda y los paí-
ses nórdicos en la reunión del Ecofin de mayo de 
2019, el proyecto para la implementación de un ISD 
a escala de la UE se encuentra actualmente para-
lizado y lo más probable es que su conclusión no 
se produzca a corto plazo5. De ahí que el escena-
rio esté fragmentado y algunos Estados miembros 
se hayan lanzado unilateralmente a introducir sus 
propios ISD, mientras otros se muestran reacios 
a tomar ninguna medida. Para octubre de 2020, 
Austria, Francia, Hungría, Italia, Polonia y España6 
habían adoptado legislación sobre un ISD, en tanto 
que Bélgica, la República Checa y Eslovaquia habían 
publicado sendas propuestas para la aprobación de 
un ISD (Asen, 2020). Aunque la mayoría de estos 
ISD, ya implementados o en fase de tramitación, 

5	 “Nordic countries oppose EU plans for digital tax on firms’ turnover”, Reuters, 1 de junio de 2018. Disponible en https://
www.reuters.com/article/us-eu-digital-tax/nordic-countries-oppose-eu-plans-for-digital-tax-on-firms-turnover-idUSKC-
N1IW337

6	 El impuesto español fue promulgado por medio de la Ley 4/2020, publicada en el Boletín Oficial del Estado el 16 de 
octubre de 2020. Sus disposiciones entraron en vigor el 16 de enero de 2021.

7	 Un tema central en el diseño de los sistemas del impuesto sobre sociedades se refiere a la neutralidad del impuesto res-
pecto a las decisiones de inversión (p. ej., activos tangibles e intangibles). Véase Sandmo (1974) y Auerbach, Devereux  
y Simpson (2008).

pretendían inspirarse sustancialmente en la pro-
puesta de la UE, en la práctica difieren significativa-
mente en su estructura. 

En los siguientes párrafos, se analizan varias 
características de la estructura y el diseño relativas al 
ISD de los Estados miembros, con especial atención 
al caso español (el denominado Impuesto sobre 
determinados servicios digitales).

Problemas estructurales

La primera característica estructural se refiere 
a las circunstancias en las que es de aplicación el 
ISD: exclusivamente las transacciones de servicios 
digitales. Esto va en contra del concepto económico 
de neutralidad fiscal7 y, por consiguiente, tendría el 
efecto de distinguir la economía digital del resto de 
la economía, lo que terminaría favoreciendo indebi-
damente a empresas que operan en otros sectores, 
es decir, a aquellas cuyo negocio no se rige por un 
modelo de economía digital. Lo cierto es, como ati-
nadamente argumentan algunos académicos, que 
hoy en día incluso las empresas tradicionales depen-
den de activos intangibles, recopilación de datos y 
plataformas digitales para ofrecer sus productos  
y servicios de forma remota. No resulta, entonces, 
claro por qué solo las transacciones de socieda-
des 100 % digitales deberían estar sometidas al 
impuesto (véase Olbert y Spengel, 2019).  

Otro elemento que podría influir en la efectivi-
dad de los impuestos de compensación es saber 
si quien soportaría en última instancia la carga de 
dicho gravamen sería el proveedor de servicio o bien 
terceros más débiles. En la práctica, el hecho de que 
las grandes empresas estén legalmente sujetas al 
impuesto no implica necesariamente que dicho 
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impuesto recaiga en última instancia en ellas o sus 
accionistas. Existen amplias pruebas que demues-
tran que las empresas con gran poder de mercado 
–como es el caso de las grandes multinacionales a 
las que se dirige el ISD– son capaces de trasladar la 
carga tributaria a los consumidores8. Algunos auto-
res han advertido incluso de que una parte de la 
carga tributaria podría repercutirse a los proveedores 
(Dyreng et al., 2019) o los empleados (Fuest, Peichl 
y Siegloch, 2017). Permitir que la cuota del ISD fuera 
deducible como gasto del impuesto sobre socieda-
des ayudaría a evitar este riesgo.

El IDSD español es un impuesto indirecto, tipifi-
cación que lo  sitúa fuera del ámbito de los actua-
les convenios sobre fiscalidad. La ventaja sería que 
su aplicación no infringiría los convenios de doble 
imposición. La desventaja sería que los países de 
residencia de las multinacionales no tendrían el 
deber de otorgar una desgravación por el impuesto 
de compensación pagado en los países origen.

Por último, la inquietud general entre los aca-
démicos es la configuración del impuesto. Si bien 
su objetivo es restablecer la potestad impositiva de 
los países sobre las rentas empresariales generadas 
en el interior de sus territorios y compensar así la 
pérdida de recaudación fiscal en el impuesto sobre 
sociedades, existe consenso en que este impuesto 
no constituiría un impuesto a las ganancias, ya que 
la base imponible son los ingresos íntegros y no los 
beneficios. Además, el IDSD español es calificado 
expresamente en la ley como un tributo de natura-
leza indirecta, tipificación que situaría este impuesto 
de compensación fuera del ámbito de los actuales 
convenios sobre fiscalidad. Desde otra perspectiva, 
la ventaja sería que la aplicación del impuesto no 
infringiría los convenios de doble imposición (p. ej., 

8	 Como escriben Fullerton y Metcalf (2002), “se asume de forma generalizada que la hipótesis estándar respecto al 
impuesto sobre sociedades de que la carga cae al 100 % sobre el capital es falsa”.

9	 La OCDE ha sugerido que el gravamen se estructure “de manera que se aplique solo a situaciones en las que, de otro 
modo, la renta estaría sujeta a un nivel de imposición nulo o muy bajo”. No obstante, la OCDE no proporciona detalles 
sobre cómo se alcanzaría concretamente dicha alineación entre el impuesto sobre sociedades y el impuesto de com-
pensación. Véase OCDE (2018: pp. 115 y 364).

el artículo 7 o el artículo 5 de los CDI). La desventaja 
sería que los países de residencia de las multinacio-
nales no tendrían el deber de otorgar una desgrava-
ción (es decir, un crédito fiscal o una deducción) por 
el impuesto de compensación pagado en los países 
origen. Esto constituiría un serio problema de doble 
imposición si el nuevo tributo se aplicase a contribu-
yentes residentes en países de fiscalidad alta9. 

Problemas de diseño

Las principales cuestiones de diseño relativas al 
ISD giran en torno a la determinación de la base 
imponible, el ámbito del impuesto, el tipo imposi-
tivo y su cumplimiento efectivo (véase Kofler, Mayr 
y Schlager, 2017). 

El primer problema de diseño lo constituye el 
hecho de que, dado que el ISD se aplicaría a los 
ingresos íntegros, las empresas que generen pér-
didas también estarían en principio sujetas al pago 
del impuesto. No obstante, si empresas en pérdidas 
estuvieran obligadas a tributar sin ninguna desgra-
vación (p. ej., pérdidas fiscales compensables con 
los beneficios de ejercicios posteriores o anteriores), 
ello podría distorsionar las inversiones (Bethmann, 
Jacob y Müller, 2018), situar en desventaja a las 
firmas emergentes y desincentivar la creación de 
empresas (Cullen y Gordon, 2007), e incluso crear 
incentivos adicionales para el traslado de beneficios 
(De Simone, Klassen y Seidman, 2017). Para los 
defensores del ISD, el único coste que debería ser 
deducible de la base imponible es el IVA. En este 
sentido, las empresas no podrían deducir fiscal-
mente ningún otro gasto de los ingresos íntegros. 
Esta característica del ISD podría generar efectos en 
cascada no solo sobre las transacciones intragrupo 
(salvo que dichas transacciones quedasen excluidas 
del ámbito del ISD, como abogan la mayoría de los 
gobiernos y responsables de la política económica), 
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sino también sobre las transacciones entre platafor-
mas independientes (Di Tanno y Marchetti, 2019). 
En consecuencia, deberían introducirse mecanismos 
adecuados para evitar este riesgo.

En lo que respecta al ámbito del gravamen, un 
problema que ha sido objeto de amplio debate es si 
tal impuesto se aplicaría solamente a las transaccio-
nes transfronterizas o si también debería aplicarse a 
transacciones puramente domésticas. Según lo argu-
mentado previamente, parece claro que el propósito 
último del nuevo impuesto debería ser gravar las tran-
sacciones digitales transfronterizas, debido a la falta 
de alineación entre la presencia de mercado y la pre-
sencia imponible de las empresas multinacionales en 
los países donde originan las rentas. Ahora bien, si el 
ámbito de aplicación del impuesto de compensación 
se limitase únicamente a los ingresos procedentes de 
transacciones digitales transfronterizas, ello suscitaría 
probablemente problemas con la legislación de la 
OMC y con la legislación de la UE por la naturaleza 
discriminatoria de tal elección (véase Kofler, Mayr y 
Schlager, 2017). Este es el motivo por el que tanto la 
UE como la mayoría de los países que han adoptado 
recientemente un ISD –entre ellos, España– hayan 
optado por extender su ámbito de aplicación también 
a las transacciones puramente domésticas. 

Otros aspectos sensibles conciernen a la defini-
ción de “transacciones digitales” y a los criterios para 
determinar el umbral de aplicación del impuesto, es 
decir, la presencia económica significativa. Uno de 
los mayores problemas suscitados tras la fragmen-
tación de las distintas iniciativas unilaterales de los 
Estados miembros de la UE, al no secundarse la pro-
puesta de un ISD a escala de toda la UE, es el hecho 
de que cada país realizase diferentes elecciones 
en lo que respecta a la definición de transacciones 
digitales cubiertas por el ámbito de aplicación de su 
ISD. Algunos países –como Italia y España10– inten-
taron reproducir estrictamente el ámbito definido en 

10	 El IDSD español, al igual que la propuesta de ISD para toda la UE, se aplicaría a: a) servicios de publicidad en línea diri-
gida a usuarios; b) servicios de intermediación en línea, y c) servicios de transmisión de datos. Además, la mayoría de las 
transacciones digitales excluidas de su ámbito coinciden con las situaciones especificadas en la propuesta de directiva 
de la UE.

11	 Por ejemplo, los impuestos austriaco y húngaro tienen como objeto exclusivamente las transacciones de publicidad en 
línea. Véase Asen (2020).

la propuesta de la Comisión. Otros se desviaron de 
ello en un grado considerable11. 

El impuesto sobre determinados servicios digita-
les español se aplicará a aquellos proveedores de 
servicios cuyo importe neto de cifra de negocios 
supere los 750 millones de euros a nivel mundial 
y cuyos ingresos derivados de los servicios digita-
les afectados por el impuesto superen los 3 millo-
nes de euros en España.

Además, la mayoría de los responsables de las 
políticas aducen que el ISD debería pagarse exclu-
sivamente respecto a los servicios prestados por 
empresas que tengan una presencia económica 
significativa. Por ejemplo, en su propuesta para  
la implementación de un ISD a escala de la UE, la 
Comisión ha preconizado que el impuesto solo será 
adeudado por aquellas empresas que, en cualquier 
ejercicio fiscal determinado, obtengan al menos un 
importe total de ingresos mundiales de 750 millo-
nes de euros anuales y cuando el importe total de 
los ingresos imponibles que han obtenido durante 
ese ejercicio financiero dentro de la Unión proce-
dente de transacciones digitales supere los 50 millo-
nes de euros. La mayoría de los Estados miembros 
de la UE que han introducido unilateralmente el ISD 
hasta ahora han adoptado los mismos umbrales de 
ingresos de la propuesta de la Comisión Europea 
(aunque adaptando el umbral referido al mercado 
interior al tamaño de su propio mercado nacional). 
En concreto, el impuesto sobre determinados ser-
vicios digitales español se aplicará a aquellos pro-
veedores de servicios cuyo importe neto de cifra de 
negocios supere los 750 millones de euros a nivel 
mundial y cuyos ingresos derivados de los servicios 
digitales afectados por el impuesto superen los  
3 millones de euros en España. Se establecen 
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normas especiales para entidades que formen parte 
de un grupo empresarial.

A los efectos de determinar si una entidad supera 
los umbrales, se tendrá en cuenta el volumen de 
facturación del grupo en su conjunto. Si dicho volu-
men de facturación supera los dos umbrales, todas 
y cada una de las entidades que formen parte 
del grupo se considerarán contribuyentes por el 
impuesto. Aunque dichos umbrales aportan a las 
empresas certeza sobre la aplicabilidad del ISD, 
también podrían actuar como incentivos para que 
las empresas comuniquen o manipulen los ingresos 
de forma que eludan el umbral que genera la obli-
gación de pago del impuesto. Este comportamiento 
oportunista (el denominado bunching) no sería una 
sorpresa –pues las empresas responden a los incen-
tivos– y ha sido ampliamente documentado en la 
literatura previa (véase Almunia y López-Rodríguez, 
2018). Dicho problema con los umbrales se ve exa-
cerbado cuando las empresas multinacionales, que 
por definición operan en múltiples jurisdicciones, uti-
lizan diferentes métodos contables para comunicar 
su información financiera (Balakrishnan et al., 2019). 

En cuanto al tipo impositivo, está el riesgo de que 
los países puedan empezar a competir entre sí fijando 
tipos más bajos. De hecho, la experiencia previa con 
el Impuesto sobre sociedades ha demostrado que los 
países compiten entre sí para atraer bases imponi-
bles móviles ofreciendo unos tipos impositivos más 
bajos (Devereux y Loretz, 2013). Esto sugiere que los 
países podrían enzarzarse en una competencia fiscal 
sobre el impuesto de compensación, lo que suscitaría 
problemas de arbitraje fiscal y erosión de las bases 
imponibles. Tales problemas ya se han hecho paten-
tes, pues Polonia ha establecido el tipo de su ISD en 
el 1,5 %, Francia, Italia y España en el 3 %, Austria y 
la República Checa en el 5 %, mientras que Hungría 
lo fijaba en el 7,5 %. 

En lo que respecta al cumplimiento efectivo del 
ISD, la cuestión es si los países que adoptasen este 
gravamen deberían depender del cliente de los ser-
vicios digitales para que actúe como agente rete-
nedor, de forma similar al impuesto adoptado en 
India, o bien si la carga del cumplimiento debería 
recaer en el proveedor de servicios. Elegir una de 

las opciones en lugar de la otra es particularmente 
relevante para las transacciones transfronterizas. Con 
el mecanismo de retenciones fiscales, el país donde 
se originase la renta recaudaría el impuesto, lo que 
está en línea con la lógica que subyace a un tri-
buto de compensación. Sin embargo, esta solución 
impondría una carga de cumplimiento en el cliente 
de los servicios digitales, que podría resultar espe-
cialmente onerosa en el caso de las transacciones 
business-to-customer. Por el contrario, si se hiciera 
recaer la carga del cumplimiento directamente en 
el proveedor de servicios, se aliviaría a los clientes, 
pero también podría revestir una extremada comple-
jidad y requerir significativas actividades de monito-
rización. Tanto la Comisión Europea como todos los 
Estados miembros que han introducido unilateral-
mente un ISD, entre ellos España, se han inclinado 
por la segunda opción, por lo que el ISD requerirá 
que los proveedores de servicios rellenen informes 
periódicos para el cálculo de la deuda tributaria, e 
impondrá asimismo a los proveedores no estableci-
dos en España el nombramiento a estos efectos de 
un representante fiscal.

En cualquier caso, dado que la lógica del 
impuesto de compensación es restablecer la potes-
tad de gravamen de los países de origen respecto 
a las transacciones digitales, la aplicación de tal 
impuesto siempre requerirá de reglas claras para 
determinar en qué supuestos se considera produ-
cido un servicio en línea. Esta no es una tarea nada 
fácil, ya que pueden existir distintas reglas entre las 
que elegir y, según cuál se elija, ello puede tener 
consecuencias y resultados extremadamente diver-
gentes. Y distintos países podrían elegir diferentes 
reglas y criterios, creando margen para la fragmenta-
ción fiscal internacional y, como resultado, una carga 
excesiva de cumplimiento o arbitraje fiscal. 

Por último, hay divergencias entre los países res-
pecto a si el ISD debería seguir una contabilidad de 
flujos de caja o de devengo a la hora de identificar 
cuándo resulta exigible el impuesto. Elegir una u otra 
opción podría tener serias implicaciones prácticas. 

En lo que se refiere al impuesto sobre determina-
dos servicios digitales aprobado en España, los ser-
vicios digitales incluidos en su ámbito de aplicación 
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se considerarán vinculados con el territorio español, 
y por tanto sujetos, cuando los usuarios de los mis-
mos estén situados en España. Cabe destacar que 
se han desarrollado normas específicas para cada 
tipo de servicio digital. Dichas normas giran en torno 
al lugar en el que se han utilizado los dispositivos 
electrónicos de los usuarios, lo que se determinará 
por su dirección de protocolo de internet (IP) u otros 
medios de prueba, tales como métodos de geoloca-
lización de los dispositivos12. 

También conviene señalar que, según lo dis-
puesto en el instrumento legal y en su exposición 
de motivos, la obligación de pagar el ISD nacerá 
cuando el usuario se considere situado en el terri-
torio español en el momento de la interacción digi-
tal, con independencia de si tiene lugar un pago 
monetario13. 

Consideraciones finales

Los párrafos anteriores han ilustrado cómo, al deci-
dir si implementar un ISD y la forma de hacerlo, los 
gobiernos deberían tener en cuenta numerosas cues-
tiones estructurales y de diseño. La respuesta a dichos 
retos de política es multifacética, y su implementa-
ción e implicaciones son difíciles de anticipar y estimar 
debido a la naturaleza sin fronteras de los negocios 
que conforman el sector de la economía digital.  

Tal complejidad e incertidumbre se exacerban si, 
en lugar de actuar de manera multilateral y coor-
dinada, los países que forman parte del mismo 
mercado regional acaban recurriendo a medidas 
unilaterales, como es la tendencia actualmente. 

La Comisión Europea (2017) argumenta que 
“unos enfoques nacionales divergentes dentro de la 

12	 Más concretamente, en el caso de la publicidad dirigida, se tendrá en cuenta el número de veces que el anuncio aparece 
en el dispositivo de los usuarios situados en España durante el periodo fiscal relevante. En lo relativo a los servicios de 
intermediación, la vinculación con el territorio español se determinará en base al número de usuarios que concluyan 
tales operaciones durante el periodo fiscal utilizando un dispositivo en España. En cuanto a la transmisión de datos de 
los usuarios, la atribución de ingresos susceptibles de imposición a España se realizará en función del número de usua-
rios situados en España implicados en la generación de los datos transmitidos durante el periodo fiscal de que se trate. 
Véase Exposición de motivos, Sección 6.

13	 Exposición de motivos, Sección 7.

UE pueden fragmentar el mercado único, incremen-
tar la incertidumbre fiscal, desestabilizar la igualdad 
de condiciones y generar nuevas lagunas legales 
que favorezcan el fraude fiscal”. En este sentido, un 
abundante acervo de literatura sobre competen-
cia fiscal que se remonta a las obras seminales de 
Wilson (1982) y de Zodrow y Mieszkowski (1986), 
junto con las recomendaciones de la UE y de la 
OCDE contra la “perniciosa competencia en materia 
fiscal” (la así llamada race to the bottom), demues-
tra que los países compiten estratégicamente para 
atraer bases fiscales móviles, y ello acaba teniendo 
por efecto problemas de arbitraje fiscal y erosión de 
las bases imponibles (Comisión Europea, 1997). 

Dados los retos mencionados, un enfoque inter-
nacional sería preferible para alcanzar una solución 
multilateral y a largo plazo a los problemas que la 
economía digital plantea para la fiscalidad global. 

En concreto, la comunidad internacional –espe-
cíficamente, la OCDE y el G20, que han establecido 
el Marco Inclusivo OCDE/G20 sobre el Proyecto de 
Erosión de las Bases Imponibles y Traslado de los 
Beneficios (conocido como BEPS)– acordó un pro-
grama de trabajo que desembocará en la adopción 
de ajustes sustanciales en el marco legal internacio-
nal en materia de tributación, dirigido a resolver los 
retos fiscales derivados de la digitalización de la eco-
nomía (OCDE, 2019). Dicho programa de trabajo se 
basa en dos pilares:  

	�La revisión de las reglas de atribución de los 
beneficios, a fin de lograr un reparto de los de-
rechos de imposición entre las jurisdicciones 
involucradas por las actividades de las empre-
sas multinacionales que sea más compatible 
con la presencia digital y económica real y con 
la creación de valor (Pilar 1). 
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	�El diseño de un sistema orientado a garantizar 
un nivel mínimo de imposición a  las empre-
sas multinacionales –en la economía digital y 
más allá de esta– (Pilar 2).

En relación con ambos pilares, la OCDE ha 
publicado documentos de consulta en los que se 
sugieren soluciones técnicas14 que exigen cam-
bios coordinados en la legislación nacional y en los 
convenios sobre fiscalidad. Dicho programa de tra-
bajo retorna a la idea de actuaciones multilaterales 
cooperativas dirigidas a revitalizar la efectividad del 
Impuesto sobre sociedades y la consecución de sus 
finalidades recaudatoria, redistributiva y regulatoria a 
escala mundial, en detrimento de un nuevo para-
digma y marco fiscal internacional basado en la crea-
ción de nuevas figuras impositivas. El 12 de octubre 
de 2020 se publicaron sendos informes sobre el 
estado del arte de la discusión sobre la implementa-
ción del Pilar 1 y el Pilar 2 (denominados Blueprints), 
y el Marco Inclusivo sobre BEPS se propone ahora 
lograr un acuerdo político para mediados de 202115. 
Tal objetivo fue confirmado también durante la cum-
bre del G20 del 22 de noviembre de 202016. Esto 
hace que valga la pena posponer, allí donde aún sea 
posible, la implementación del ISD. 
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